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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0190-A  
 

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia,
así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en
público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los
Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y
lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones para
la promoción de esa identidad."; 
  
Que, el numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce
y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su
religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que
impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como
la expresión de quienes no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y 
tolerancia; 
  
Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador,
se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 

voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con

eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su

contenido y características”; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a
las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y

las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el

deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios
de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones
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religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para

ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto

del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el

nombre de la persona que, de acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente.

En el referido Estatuto se determinará el personal que constituya el mencionado organismo,

la forma de elección y renovación del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que, el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el

Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la

Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los

bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se

denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida

la orden Ministerial”; 
  
Que, el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo previsto
en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23 de julio
de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el artículo quinto del
Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo
respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el Registro Especial de los
Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el Registro Oficial; y, el
artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo anterior ha de precisar el sistema
de la organización de su gobierno y administración de bienes; 
  
Que, los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro Oficial
Nro. 365 de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de la
personalidad jurídica y expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones 
religiosas; 
  
Que, el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral pública, a la
seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo notificará a los
interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o justifiquen su posición,
pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el Ministro lo rechazará; 
  
Que, con Decreto Ejecutivo No. 420 de 05 de mayo de 2022, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Abogada Paola Flores Jaramillo, como Secretaria
de  Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre de
2021, el señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos
tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el
marco de sus competencias de organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados
según el derecho propio o consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión
creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 
autodeterminación. 
  
Que, el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de
Derechos Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y
atribuciones del Director/a de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones
Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la plataforma tecnológica del Sistema Unificado de
información de las organizaciones sociales (SUIOS) de acuerdo a la necesidad institucional; 2.
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Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro de la información de
organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones
sociales; 5. Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las
Organizaciones Sociales (SUIOS); 6. Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de
acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento de nacionalidades, pueblos y
organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades. 
  
Que, mediante acción de personal Nro. A-313-de 30 de septiembre de 2022, se designó al
señor Cristian Danilo Guaicha Córdova, como Director de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas. 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-2022-4111-E de fecha 24 de agosto de 2022, el/la señor/a Kudlawiec
Krzysztof Ludwik, en calidad de Representante/a Provisional de la organización en formación
denominada DIÓCESIS DE DAULE-CONSEJO GUBERNATIVO DE BIENES
(Expediente XA-1535), solicitó la aprobación del Estatuto y otorgamiento de la personería
jurídica de la citada organización, para lo cual remitió la documentación pertinente; 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-2022-5026-E de fecha 13 de octubre de 2022, la referida Organización da
cumplimiento a las observaciones formuladas previó a la obtención de la personería jurídica.; 
  
Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0376-M, de fecha 13 de
octubre de 2022, la Analista designada para el trámite, recomendó la aprobación del Estatuto y
el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en formación,
por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos y su
Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización 
DIÓCESIS DE DAULE-CONSEJO GUBERNATIVO DE BIENES, con domicilio en el
cantón Daule, provincia del Guayas, como organización religiosa, de derecho privado, sin
fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su
vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto y demás
normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones
Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el Registro de la
Propiedad del Cantón Daule, provincia del Guayas, 
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Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del
gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de
verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro 
correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme
su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados a partir
de la notificación del presente acuerdo y poner en conocimiento de la Secretaría de Derechos
Humanos, para el trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar la
cancelación del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con su
disolución y liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se
evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual
deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos
Humanos, cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un
ejemplar del presente Acuerdo. 
 
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
 
Dado en Quito, D.M., a los 13 día(s) del mes de Octubre de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0191-A  
 

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia,
así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en
público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los
Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y
lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones para
la promoción de esa identidad."; 
  
Que, el numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce
y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su
religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que
impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como
la expresión de quienes no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y 
tolerancia; 
  
Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador,
se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 

voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con

eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su

contenido y características”; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a
las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y

las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el

deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios
de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones
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religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para

ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto

del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el

nombre de la persona que, de acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente.

En el referido Estatuto se determinará el personal que constituya el mencionado organismo,

la forma de elección y renovación del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que, el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el

Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la

Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los

bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se

denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida

la orden Ministerial”; 
  
Que, el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo previsto
en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23 de julio
de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el artículo quinto del
Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo
respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el Registro Especial de los
Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el Registro Oficial; y, el
artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo anterior ha de precisar el sistema
de la organización de su gobierno y administración de bienes; 
  
Que, los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro Oficial
Nro. 365 de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de la
personalidad jurídica y expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones 
religiosas; 
  
Que, el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral pública, a la
seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo notificará a los
interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o justifiquen su posición,
pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el Ministro lo rechazará; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 420 de 05 de mayo de 2022, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Abogada Paola Flores Jaramillo, como Secretaria
de  Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre de
2021, el señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos
tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el
marco de sus competencias de organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados
según el derecho propio o consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión
creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 
autodeterminación. 
  
Que, el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de
Derechos Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y
atribuciones del Director/a de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones
Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la plataforma tecnológica del Sistema Unificado de
información de las organizaciones sociales (SUIOS) de acuerdo a la necesidad institucional; 2.
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Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro de la información de
organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones
sociales; 5. Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las
Organizaciones Sociales (SUIOS); 6. Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de
acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento de nacionalidades, pueblos y
organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades. 
  
Que, mediante acción de personal Nro. A-313 de 30 de septiembre de 2022, se designó al
señor Cristian Danilo Guaicha Córdova, como Director de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas. 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-2022-4006-E de fecha 18 de agosto de 2022, el/la señor/a Guido Iván
Minda Chalá, en calidad de Representante/a Provisional de la organización en formación
denominada DIÓCESIS DE SANTA ELENA-CONSEJO GUBERNATIVO DE BIENES
(Expediente XA-1528), solicitó la aprobación del Estatuto y otorgamiento de la personería
jurídica de la citada organización, para lo cual remitió la documentación pertinente; 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-2022-5027-E de fecha 13 de octubre de 2022, la referida Organización da
cumplimiento a las observaciones formuladas previó a la obtención de la personería jurídica.; 
  
Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0377-M, de fecha 13 de
octubre de 2022, la Analista designada para el trámite, recomendó la aprobación del Estatuto y
el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en formación,
por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos y su
Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización 
DIÓCESIS DE SANTA ELENA-CONSEJO GUBERNATIVO DE BIENES, con
domicilio en el cantón Santa Elena, provincia de Santa Elena, como organización religiosa, de
derecho privado, sin fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su
vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto y demás
normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones
Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el Registro de la
Propiedad del Cantón Santa Elena, provincia de Santa Elena, 

3/4
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Viernes 28 de octubre de 2022 Registro Oficial Nº 179

10 

  
Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del
gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de
verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro 
correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme
su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados a partir
de la notificación del presente acuerdo y poner en conocimiento de la Secretaría de Derechos
Humanos, para el trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar la
cancelación del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con su
disolución y liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se
evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual
deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos
Humanos, cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un
ejemplar del presente Acuerdo. 
  
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
 
Dado en Quito, D.M. , a los 13 día(s) del mes de Octubre de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0192-A  
 

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador,
se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 

voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con

eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su

contenido y características”; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a
las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y

las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el

deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios
de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que, el artículo 30 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana que se encuentra en
concordancia con el artículo 96 de la Constitución de la República, reconoce todas las formas
de organización de la sociedad, como expresión de la soberanía popular que contribuyan a la
defensa de los derechos individuales y colectivos, la gestión y resolución de problemas y
conflictos, al fomento de la solidaridad, la construcción de la democracia y la búsqueda del
buen vivir; que incidan en las decisiones y políticas públicas y en el control social de todos los
niveles de gobierno, así como, de las entidades públicas y de las privadas que presten servicios 
públicos; 
  
Que, el artículo 31 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que el Estado
garantiza el derecho a la libre asociación, así como, a sus formas de expresión; y, genera
mecanismos que promuevan la capacidad de organización y el fortalecimiento de las
organizaciones existentes; 
  
Que, el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana dispone que las
organizaciones sociales que desearen tener personalidad jurídica, deberán tramitarla en las
diferentes instancias públicas que correspondan a su ámbito de acción, y actualizarán sus datos
conforme a sus estatutos. El registro de las organizaciones sociales se hará bajo el respeto a los
principios de libre asociación y autodeterminación; 
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Que, el artículo 565 del Código Civil, prescribe: “No son personas jurídicas las fundaciones o

corporaciones que no se hayan establecido en virtud de una ley, o que no hayan sido

aprobadas por el Presidente de la República”. 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 193, publicado en el Registro Oficial Suplemento 109 de 27
de octubre 2017, se expidió el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, que tiene por objeto regular, simplificar y racionalizar los requisitos
para el otorgamiento de personalidad jurídica a las organizaciones sociales ciudadanas; 
  
Que, el artículo 3 del Decreto Ejecutivo 193 dispone que las organizaciones sociales reguladas
en este Reglamento tendrán finalidad social y realizan sus actividades económicas sin fines de
lucro, entendiéndose a aquellas cuyo fin no es la obtención de un beneficio económico sino
principalmente lograr una finalidad social, altruista, humanitaria, artística, comunitaria,
cultural, deportiva y/o ambiental, entre otras; 
  
Que, el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para
el despacho de todos los asuntos inherentes a sus ministerios sin necesidad de autorización
alguna del Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes
especiales. Los Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus
atribuciones y deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios,
cuando se ausenten en comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente,
siempre y cuando las delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho
Ministerial, todo ello sin perjuicio de las funciones, atribuciones y obligaciones que de
acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el funcionario delegado. Las delegaciones
ministeriales a las que se refiere este artículo serán otorgadas por los Ministros de Estado
mediante acuerdo ministerial, el mismo que será puesto en conocimiento del Secretario
General de la Administración Pública y publicado en el Registro Oficial; 
  
Que, el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas
entidades y autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables
en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas
por la Ley o por Decreto; 
  
Que, con Decreto Ejecutivo No. 420 de 05 de mayo de 2022, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Abogada Paola Flores Jaramillo, como Secretaria
de  Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre de
2021, el señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos
tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el
marco de sus competencias de organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados
según el derecho propio o consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión
creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 
autodeterminación. 
  
Que, el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de
Derechos Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y
atribuciones del Director/a de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones
Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la plataforma tecnológica del Sistema Unificado de
información de las organizaciones sociales (SUIOS) de acuerdo a la necesidad institucional; 2.
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Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro de la información de
organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones
sociales; 5. Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las
Organizaciones Sociales (SUIOS); 6. Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de
acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento de nacionalidades, pueblos y
organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades. 
  
Que, mediante acción de personal Nro. A-313-de 30 de septiembre de 2022, se designó al
señor Cristian Danilo Guaicha Córdova, como Director de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas. 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-DA-2022-4710-E de fecha 27 de septiembre de 2022, el/la señor/a Yessenia
Alexandra Vergara Navarrete en calidad de Representante/a Provisional de la organización en
formación denominada BUENAS NUEVAS CORPORACIÓN CRISTIANA (Expediente
XA-1568), solicitó la aprobación del Estatuto y el otorgamiento de la personería jurídica de la
citada organización, para lo cual remitió la documentación pertinente; 
  
Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0375-M, de fecha 13 de
octubre de 2022, el/la Analista designado/a  para el trámite, recomendó la aprobación del
Estatuto y el reconocimiento de la personalidad jurídica de la organización en formación
denominada: BUENAS NUEVAS CORPORACIÓN CRISTIANA, por cuanto cumplió con
todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley y demás normativa aplicable; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 13 del artículo 66 y
numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador; el artículo 36 de la
Ley Orgánica de Participación Ciudadana; los artículos 17 y 55 del Estatuto del Régimen
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE); y, las atribuciones y facultades
conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por
Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 
 

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la BUENAS NUEVAS
CORPORACIÓN CRISTIANA, con domicilio en la calle de Los Rosales, lote 2 y avenida
Manuel Córdova Galarza, parroquia San Antonio de Pichincha, cantón Quito, provincia de
Pichincha, como organización social Corporación de Primer Grado de ámbito religioso, de
derecho privado, sin fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su
vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, la Ley Orgánica de Participación Ciudadana; el Reglamento para el Otorgamiento de
Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; su Estatuto y demás normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 
  
Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el respectivo Registro de la
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Dirección de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones Religiosas. 
  
Artículo 4.- Disponer que la organización ponga en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del
gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de
verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro 
correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización deberá convocar a Asamblea General conforme su
Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados a partir de
la presente fecha y poner en conocimiento de la Secretaría de Derechos Humanos, para el
trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar la
cancelación del registro de la referida organización y de oficio proceder con su disolución y
liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se evidencien hechos
que constituyan violaciones al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, que
deberá reposar en el Archivo de la Dirección de Registro de Nacionalidades, Pueblos y
Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos, cumpliendo condiciones
técnicas de organización, seguridad y conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la citada organización, con un ejemplar
del presente Acuerdo. 
 
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial.  Dado en Quito, D.M. , a los 14 día(s) del mes de Octubre
de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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ACUERDO Nro. SDH-DRNPOR-2022-0193-A  
 

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
 

CONSIDERANDO:

 
Que, el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece: "Toda
persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión o de creencia,
así como la libertad de manifestar su religión o creencia, individual y colectivamente, tanto en
público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia"; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 1 de la Declaración sobre los Derechos de las Personas
Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas prescribe: "Los

Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural, religiosa y

lingüística de las minorías dentro de los territorios respectivos y fomentarán condiciones para

la promoción de esa identidad."; 
  
Que, el numeral 8 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, se reconoce
y garantiza el derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su
religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las restricciones que
impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica religiosa voluntaria, así como
la expresión de quienes no profesan religión alguna, y favorecerá un ambiente de pluralidad y 
tolerancia; 
  
Que, en los numerales 13 y 25 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador,
se reconocen y garantizan: “El derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y 

voluntaria”; y, “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con

eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre su

contenido y características”; 
  
Que, el numeral 1 del artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone a
las ministras y ministros de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley, “(…) 1.

Ejercer la rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y

resoluciones administrativas que requiera su gestión (…)”; 
  
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: “Las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y

las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las

competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el

deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y

ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 
  
Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que la
administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios
de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación,
participación, planificación, transparencia y evaluación; 
  
Que, el artículo 1 de la Ley de Cultos, prescribe: “Las diócesis y las demás organizaciones
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religiosas de cualquier culto que fuesen, establecidas o que se establecieren en el país, para

ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, enviarán al Ministerio de Cultos el Estatuto

del organismo que tenga a su cargo el Gobierno y administración de sus bienes, así como el

nombre de la persona que, de acuerdo con dicho Estatuto, haya de representarlo legalmente.

En el referido Estatuto se determinará el personal que constituya el mencionado organismo,

la forma de elección y renovación del mismo y las facultades de que estuviere investido”; 
  
Que, el artículo 3 de la Ley de Cultos, determina: “El Ministerio de Cultos dispondrá que el

Estatuto a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Oficial y que se inscriba en la

Oficina de Registrador de la Propiedad del Cantón o Cantones en que estuvieren situados los

bienes de cuya administración se trate. Esta inscripción se hará en un libro especial que se

denominará "Registro de las Organizaciones Religiosas", dentro de los ocho días de recibida

la orden Ministerial”; 
  
Que, el artículo 1 del Reglamento de Cultos Religiosos establece que para cumplir lo previsto
en el artículo 1 del Decreto Supremo 212, publicado en el Registro Oficial 547, de 23 de julio
de 1937, y especialmente lo señalado para las entidades católicas por el artículo quinto del
Modus Vivendi celebrado con la Santa Sede, el Ministro de Gobierno expedirá el Acuerdo
respectivo, para ordenar la inscripción de la entidad religiosa en el Registro Especial de los
Registradores de la Propiedad, y la publicación del Estatuto en el Registro Oficial; y, el
artículo 2 dispone que el estatuto al que se refiere el artículo anterior ha de precisar el sistema
de la organización de su gobierno y administración de bienes; 
  
Que, los artículos 3 y 4 del Reglamento de Cultos Religiosos, publicado en Registro Oficial
Nro. 365 de 20 de enero de 2000, establecen los requisitos para la aprobación de la
personalidad jurídica y expedición de los Acuerdos Ministeriales de organizaciones 
religiosas; 
  
Que, el artículo 8 del Reglamento de Cultos Religiosos determina que si el Ministro
encontrara que el estatuto presentado contiene algo contrario al orden o a la moral pública, a la
seguridad del Estado o al derecho de otras personas o instituciones, lo notificará a los
interesados para que, si lo desearen, efectúen las reformas del caso o justifiquen su posición,
pero, si no lo hicieren dentro del plazo que les conceda, el Ministro lo rechazará; 
  
Que, con Decreto Ejecutivo No. 420 de 05 de mayo de 2022, el Señor Presidente
Constitucional de la República, nombró a la Abogada Paola Flores Jaramillo, como Secretaria
de  Derechos Humanos; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo 216, artículo 1 y 2 numeral 5, emitido el de 01 de octubre de
2021, el señor Presidente de la República dispuso que la Secretaría de Derechos Humanos
tendrá atribución para legalizar y registrar estatutos, directivas y actos administrativos en el
marco de sus competencias de organizaciones de religión creencia y conciencia, aprobados
según el derecho propio o consuetudinario. El registro de las organizaciones de religión
creencia y conciencia se hará bajo el respeto a los principios de libre asociación y 
autodeterminación. 
  
Que, el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de
Derechos Humanos (SDH), en el numeral 1.2.1.3.1, Gestión de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas, establece que, entre otras responsabilidades y
atribuciones del Director/a de Registro de Nacionalidades, Pueblos y Organizaciones
Religiosas, le corresponde: 1. Administrar la plataforma tecnológica del Sistema Unificado de
información de las organizaciones sociales (SUIOS) de acuerdo a la necesidad institucional; 2.
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Ejecutar el seguimiento a las carteras de Estado sobre el registro de la información de
organizaciones sociales; 3. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de las organizaciones religiosas; 4. Gestionar el sistema de
otorgamiento de personería jurídica, y demás actos administrativos de las organizaciones
sociales; 5. Administrar la plataforma Sistema Unificado de Información de las
Organizaciones Sociales (SUIOS); 6. Gestionar, desarrollar y ejecutar procesos de
acompañamiento para el reconocimiento y fortalecimiento de nacionalidades, pueblos y
organizaciones religiosas; y, 7. Gestionar el sistema de otorgamiento de personería jurídica, y
demás actos administrativos de comunidades, pueblos y nacionalidades. 
  
Que, mediante acción de personal Nro. A-313-de 30 de septiembre de 2022, se designó al
señor Cristian Danilo Guaicha Córdova, como Director de Registro de Nacionalidades,
Pueblos y Organizaciones Religiosas. 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-2021-5918-E de fecha 25 de noviembre de 2021, el/la señor/a María Teresa
Farinango Quishpe, en calidad de Representante/a Provisional de la organización en
formación denominada IGLESIA EVANGÉLICA “JESUCRISTO LA ÚNICA
RESPUESTA” (Expediente XA-1302), solicitó la aprobación del Estatuto y otorgamiento de
la personería jurídica de la citada organización, para lo cual remitió la documentación 
pertinente; 
  
Que, mediante comunicación ingresada en la Secretaría de Derechos Humanos, con trámite
Nro. SDH-CGAF-2022-4724-E de fecha 27 de septiembre de 2022,  la referida Organización
da cumplimiento a las observaciones formuladas y cambia de denominación de IGLESIA
EVANGÉLICA “JESUCRISTO LA ÚNICA RESPUESTA” a IGLESIA JESUCRISTO,
LUZ, UNIDAD Y RESTAURACIÓN, previó a la obtención de la personería jurídica; 
  
Que, mediante Informe Técnico Jurídico Nro. SDH-DRNPOR-2022-0378-M, de fecha 14 de
octubre de 2022, la Analista designada para el trámite, recomendó la aprobación del Estatuto y
el reconocimiento de la personería jurídica de la citada organización religiosa en formación,
por cuanto cumplió con todos los requisitos y condiciones exigidas en la Ley de Cultos y su
Reglamento de Cultos Religiosos; y, 
  
En ejercicio de las atribuciones y facultades conferidas en el numeral 1.2.1.3.1 del Estatuto
Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Secretaría de Derechos Humanos, 

ACUERDA:

  
Artículo 1.- Aprobar el Estatuto y reconocer la personería jurídica a la organización 
IGLESIA JESUCRISTO, LUZ, UNIDAD Y RESTAURACIÓN, con domicilio en el barrio
Amagasí, calle de Las Camelias E16-15 y San Miguel de Anagaes, parroquia San Isidro del
Inca, cantón Quito, provincia de Pichincha, como organización religiosa, de derecho privado,
sin fines de lucro. 
  
Para el ejercicio de sus derechos, obligaciones y demás actos que le corresponda dentro de su
vida jurídica, se sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del
Ecuador, la Ley de Cultos; el Reglamento de Cultos Religiosos; su Estatuto y demás
normativa aplicable. 
  
Artículo 2.- Ordenar la publicación del presente Acuerdo en el Registro Oficial. 

3/4
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Artículo 3.- Disponer que su reconocimiento se haga constar en el Registro de Organizaciones
Religiosas de la Secretaría de Derechos Humanos y su inscripción en el Registro de la
Propiedad del Cantón Quito, provincia de Pichincha, 
  
Artículo 4.- Disponer a la organización religiosa, ponga en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, cualquier modificación en su Estatuto; integrantes de su directiva o del
gobierno interno; ingreso y salida de miembros; y, del representante legal, a efectos de
verificar que se haya procedido conforme el Estatuto y ordenar su inscripción en el Registro 
correspondiente. 
  
Artículo 5.- La referida organización religiosa deberá convocar a Asamblea General conforme
su Estatuto, para la elección de la Directiva, en un plazo máximo de 30 días, contados a partir
de la notificación del presente acuerdo y poner en conocimiento de la Secretaría de Derechos
Humanos, para el trámite respectivo. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos, en cualquier momento, podrá ordenar la
cancelación del registro de la referida organización religiosa y de oficio proceder con su
disolución y liquidación, de comprobarse que no cumple con sus fines y objetivos o se
evidencien hechos que constituyan violaciones al ordenamiento jurídico. 
  
Artículo 7.- Disponer que el presente Acuerdo se incorpore al respectivo expediente, el cual
deberá reposar en el Archivo de Organizaciones Religiosas de la Secretaría de Derechos
Humanos, cumpliendo condiciones técnicas de organización, seguridad y conservación. 
  
Artículo 8.- Notificar al Representante Provisional de la organización religiosa, con un
ejemplar del presente Acuerdo. 
  
El presente Acuerdo, entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado en Quito, D.M., a los 14 día(s) del mes de Octubre de dos mil veintidos.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. MGS. CRISTIAN DANILO GUAICHA CORDOVA 
DIRECTOR DE REGISTRO DE NACIONALIDADES PUEBLOS Y

ORGANIZACIONES RELIGIOSAS 
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CONSEJO NACIONAL DE COMPETENCIAS  

 
RESOLUCIÓN No. 005-CNC-2022 

 
 

Considerando  
 
Que, el artículo 1, inciso primero, de la Constitución de la República establece que el 
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de 
república y se gobierna de manera descentralizada; 
 
Que, el artículo 239 de la Constitución de la República determina que el régimen de 
gobiernos autónomos descentralizados se regirá por la ley correspondiente, que 
establecerá un sistema nacional de competencias de carácter obligatorio y progresivo y 
definirá las políticas y mecanismos para compensar los desequilibrios territoriales en el 
proceso de desarrollo; 
 
Que, el artículo 269 de la Constitución de la República expresa que el sistema nacional 
de competencias contará con un organismo técnico, conformado por un representante de 
cada nivel de gobierno; 
 
Que, el artículo 117 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización (COOTAD) señala que Consejo Nacional de Competencias es el 
organismo técnico del Sistema Nacional de Competencias; 
 
Que, el artículo 119, literal p), del COOTAD establece que es función del Consejo 
Nacional de Competencias realizar evaluaciones anuales de los resultados alcanzados en 
la descentralización de las competencias a cada uno de los niveles de gobierno, así como 
balances globales del proceso, que serán socializados entre los diferentes niveles de 
gobierno y la ciudadanía; 
 
Que, el artículo 156 del COOTAD determina que el Consejo Nacional de Competencias 
presentará anualmente a la Asamblea Nacional un informe sobre el cumplimiento del 
proceso de descentralización establecido en este Código, el funcionamiento del sistema 
nacional de competencias, y el estado de ejecución de las competencias transferidas; 
 
Que el artículo 37, literal g), del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Consejo Nacional de Competencias establece como una de las atribuciones 
de la Dirección de Monitoreo y Evaluación a Gobiernos Autónomos Descentralizados 
“Elaborar el informe anual a la Asamblea Nacional del proceso de descentralización, el 
funcionamiento del sistema nacional de competencias y el estado de ejecución de las 
competencias transferidas”; 
 
Que el artículo 12, literal p), del Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 
Procesos del Consejo Nacional de Competencias señala como una de las atribuciones del 
Pleno del Consejo Nacional de Competencias “Aprobar el informe anual a la Asamblea 
Nacional del proceso de descentralización, funcionamiento del sistema nacional de 
competencias y el estado de ejecución de las competencias transferidas”;  
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Que, el artículo 119, literal o), del COOTAD determina que, es función del Consejo 
Nacional de Competencias emitir las resoluciones necesarias para el cumplimiento de sus 
obligaciones; y, en concordancia el artículo 121 establece que las resoluciones del 
Consejo Nacional de Competencias serán debidamente motivadas y adoptadas por la 
mayoría absoluta de sus miembros; 
 
Que, el artículo 18, incisos segundo y tercero, del Reglamento de Funcionamiento del 
Pleno del Consejo Nacional de Competencias señala que el Pleno del Consejo Nacional 
de Competencias está facultado a emitir resoluciones y acuerdos; las resoluciones 
“deberán ser debidamente motivadas y adoptadas por la mayoría absoluta de sus 
miembros, y resolverán asuntos de competencia del Consejo relacionados con la 
organización e implementación del proceso de descentralización. Las resoluciones 
deberán ser publicadas en el Registro Oficial sin perjuicio de que entren en vigencia 
desde la fecha de su promulgación, de así establecerse en la resolución”;  
 
Que, mediante memorando No. CNC-DME-2022-0048-M de 28 de septiembre de 2022, 
la Directora de Monitoreo y Evaluación a Gobiernos Autónomos Descentralizados 
remitió a la Coordinadora General Técnica “el Informe anual de la Descentralización del 
año 2021 en formato físico debido a la extensión del documento, para los fines 
pertinentes”;  

Que, mediante memorando No. CNC-CGT-2022-0059-M de 28 de septiembre de 2022, 
la Coordinadora General Técnica solicitó a la Dirección de Asesoría Jurídica “la 
elaboración del informe jurídico que servirá de sustento a la Resolución que deberá ser 
conocida y aprobada por el Pleno del Consejo Nacional de Competencias”;  

Que, en cumplimiento del artículo el artículo 18, quinto inciso, del Reglamento de 
Funcionamiento del Pleno del Consejo Nacional de Competencias y conforme lo 
solicitado por la Coordinación General Técnica, mediante memorando No. CNC-DAJ-
2022-0030-M de 28 de septiembre de 2022, la Directora de Asesoría Jurídica remitió el 
informe jurídico al Secretario Ejecutivo, a través del cual “[s]e recomienda a los 
miembros del Pleno del Consejo Nacional de Competencias la aprobación del Informe 
Anual de Descentralización del año 2021, para dar cumplimiento al artículo 156 del 
COOTAD”;  

Que mediante Oficio No.CNC-P-2022-0011 de 29 de septiembre de 2022, se realizó la 
convocatoria a la Sesión Ordinaria el Consejo Nacional de Competencias, para el día 11 
de octubre de 2022 y como parte del orden del día de dicha sesión se encontraron los 
siguientes temas: 1) Aprobación del Acta de la Sesión Ordinaria del Pleno de 06 de julio 
de 2022; 2) Poner en conocimiento de los miembros del Pleno del Consejo Nacional de 
Competencias, el oficio No. 295-22-YBH-PP-CM de 13 de septiembre de 2022, mismo 
que contiene la renuncia presentada por el Ing. Yandry Nicael Bazurto Hurtado, 
Representante Principal de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Parroquiales 
Rurales ante el Consejo Nacional de Competencias; y, proceder con la titularización de 
la señora Zoila Floripez Yauri Minchala, Representante Suplente de los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados Parroquiales Rurales ante el Consejo Nacional de 
Competencias; 3) Poner en conocimiento de los miembros del Pleno, y solicitar la 
aprobación vía resolución, del Informe Anual de la Descentralización, para su posterior 
envío a la Asamblea Nacional, en cumplimiento de lo establecido en el art. 156 del 
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COOTAD; 4) Poner en conocimiento de los miembros del Pleno, y solicitar la aprobación 
vía resolución, del Informe detallado sobre el estado de las transferencias de competencias 
de planificación, regulación y control del tránsito, por parte del Gobierno Central a los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados, para su posterior envío a la Asamblea Nacional, 
en cumplimiento de lo establecido en la Disposición General Sexagésima Primera de la 
Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial; 5) Poner en 
conocimiento los avances y logros de la gestión mancomunada en la estrategia de tránsito, 
a través del establecimiento del Círculo de Gerentes; y, 6) Poner en conocimiento los 
avances y logros de la gestión mancomunada de la competencia de medio ambiente, 
cooperación internacional y turismo, a través de los resultados del II Encuentro de 
Mancomunidades; 

Que es necesario contar con una decisión del Pleno del Consejo Nacional de 
Competencias respecto del informe anual de descentralización del 2021 para dar 
cumplimiento a los artículos 119, literal p) y 156 del COOTAD;  

En ejercicio de sus facultades legales constantes en los artículos 119 y 121 del COOTAD, 
y artículo 18 del Reglamento de Funcionamiento del Pleno del Consejo Nacional de 
Competencias: 

RESUELVE: 
 

Artículo 1.- APROBAR el Informe Anual de Descentralización del año 2021, mismo 
que será remitido a la Asamblea Nacional junto a la presente Resolución.  
 
DISPOSICIÓN GENERAL ÚNICA. -Encárguese al Secretario Ejecutivo del Consejo 
Nacional de Competencias la ejecución de la presente Resolución. 
 
DISPOSICIÓN FINAL.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 
 

Dada, a los 11 días del mes de octubre de 2022. 
 
 
 
 
 
 

Jairon Merchán Haz 
PRESIDENTE DEL CONSEJO 

NACIONAL DE COMPETENCIAS 
 

 
 
 
 
 
 

Rafael Antonio Dávila Egüez 
REPRESENTANTE DE LOS 

GOBIERNOS PROVINCIALES 

  
 
 
 
 

Zoila Floripez Yauri Minchala  
REPRESENTANTE DE LOS 

GOBIERNOS PARROQUIALES 

 
 
 
 
 

 

Firmado electrónicamente por:

RAFAEL
ANTONIO
DAVILA EGUEZ

Firmado electrónicamente por:

ZOILA FLORIPES
YAURI MINCHALA

Firmado electrónicamente por:

JAIRON FREDDY
MERCHAN HAZ
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RAZÓN.-Proveyeron y firmaron la resolución que antecede electrónicamente: El 
presidente y los representantes de los gobiernos autónomos descentralizados provinciales 
y parroquiales del Consejo Nacional de Competencias, a los 11 días del mes de octubre 
de 2022; ello, de conformidad con los artículos 17 y 18 del Reglamento de 
funcionamiento del Pleno del Consejo Nacional de Competencias, dejándose constancia 
de que el Consejero Holger Leonardo Maroto Llerena, Representante de los Gobiernos 
Municipales, a pesar de encontrarse presente en la Sesión, al momento de efectuarse la 
votación, no la efectuó de conformidad con la normativa y el procedimiento establecido 
para el efecto. 

Lo certifico.- 
 
 
 
 

Juan Sebastián Arias 
SECRETARIO EJECUTIVO 

CONSEJO NACIONAL DE COMPETENCIAS 
 
 

Firmado electrónicamente por:

JUAN
SEBASTIAN
ARIAS GUAMAN
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Resolución No.006-CNC-2022 
 

 
CONSEJO NACIONAL DE COMPETENCIAS 

 
RESOLUCIÓN No. 006-CNC-2022 

 
Considerando  

 
Que, el artículo 269 de la Constitución de la República establece que el sistema nacional 
de competencias contará con un organismo técnico, conformado por un representante de 
cada nivel de gobierno; 
 
Que, el artículo 117 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización (COOTAD) establece que Consejo Nacional de Competencias es el 
organismo técnico del Sistema Nacional de Competencias; 
 
Que, mediante Suplemento del Registro Oficial No. 398 de 7 de agosto de 2008, entró en 
vigencia la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial; 
 
Que, mediante Resolución No. 006-CNC-2012 de 26 de abril de 2012, publicada en 
Registro Oficial No. 712 de 29 de mayo de 2012, el Consejo Nacional de Competencias 
resolvió transferir la competencia para planificar, regular y controlar el tránsito, el 
transporte terrestre y la seguridad vial, a favor de los gobiernos autónomos 
descentralizados metropolitanos y municipales del país, progresivamente; 
 
Que, mediante Registro Oficial No. 512 de 10 de agosto de 2021, se publicó la Ley 
Orgánica Reformatoria de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial, a través de la cual se generaron reformas sustanciales en cuanto a las facultades de 
rectoría, planificación, regulación, gestión y control de tránsito, transporte terrestre y 
seguridad vial; 
  
Que, la disposición general sexagésima primera de la Ley Orgánica de Transporte 
Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial señala que el Consejo Nacional de Competencias 
debe presentar un informe anual a la Asamblea Nacional, en el cual se detalle el estado 
de las transferencias de competencias de planificación, regulación y control del tránsito, 
por parte del Gobierno Central a los Gobiernos Autónomos Descentralizados; 
 
Que, mediante Resolución No. 003-CNC-2022 de 18 de abril de 2022, publicada en el 
Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 58 de 9 de mayo de 2022, el Consejo 
Nacional de Competencias reformó la Resolución No. 006-CNC-2022; 
 
Que, el artículo 119, literal o) del COOTAD determina que, es función del Consejo 
Nacional de Competencias emitir las resoluciones necesarias para el cumplimiento de sus 
obligaciones; y, en concordancia el artículo 121 establece que las resoluciones del 
Consejo Nacional de Competencias serán debidamente motivadas y adoptadas por la 
mayoría absoluta de sus miembros; 
 
Que, el artículo 18, incisos segundo y tercero, del Reglamento de Funcionamiento del 
Pleno del Consejo Nacional de Competencias señala que el Consejo Nacional de 
Competencias está facultado a emitir resoluciones y acuerdos; las resoluciones “deberán 
ser debidamente motivadas y adoptadas por la mayoría absoluta de sus miembros, y 
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resolverán asuntos de competencia del Consejo relacionados con la organización e 
implementación del proceso de descentralización. Las resoluciones deberán ser 
publicadas en el Registro Oficial sin perjuicio de que entren en vigencia desde la fecha 
de su promulgación, de así establecerse en la resolución”;  
 
Que, mediante memorando No. CNC-DME-2022-0049-M de 28 de septiembre de 2022, 
la Directora de Monitoreo y Evaluación a Gobiernos Autónomos Descentralizados 
remitió a la Coordinadora General Técnica “el informe referente al estado actual del 
ejercicio de la competencia para planificar, regular y controlar el tránsito, el transporte 
terrestre y la seguridad vial (TTTSV), resaltando los avances y los nudos críticos 
encontrados desde el 10 de agosto de 2021 al 31 de agosto de 2022”;  

Que, mediante memorando No. CNC-CGT-2022-0060-M de 28 de septiembre de 2022, 
la Coordinadora General Técnica solicitó a la Dirección de Asesoría Jurídica “la 
elaboración del informe jurídico que servirá de sustento a la Resolución que deberá ser 
conocida y aprobada por el Pleno del Consejo Nacional de Competencias”;  

Que, en cumplimiento del artículo el artículo 18, quinto inciso, del Reglamento de 
Funcionamiento del Pleno del Consejo Nacional de Competencias y conforme lo 
solicitado por la Coordinación General Técnica, mediante memorando No. CNC-DAJ-
2022-0031-M de 28 de septiembre de 2022, la Directora de Asesoría Jurídica remitió el 
informe jurídico al Secretario Ejecutivo, a través del cual “[s]e recomienda a los 
miembros del Pleno del Consejo Nacional de Competencias la aprobación del Informe 
anual sobre el estado de las transferencias de competencias de planificación, regulación 
y control del tránsito, por parte del Gobierno Central a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, para dar cumplimiento a la disposición general sexagésima primera 
de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial”;  

Que, mediante Oficio No.CNC-P-2022-0011 de fecha 29 de septiembre de 2022, se 
realizó la convocatoria a la Sesión Ordinaria el Consejo Nacional de Competencias, para 
el día 11 de octubre de 2022 y como parte del orden del día de dicha sesión se encontraron 
los siguientes temas: 1) Aprobación del Acta de la Sesión Ordinaria del Pleno de 06 de 
julio de 2022; 2) Poner en conocimiento de los miembros del Pleno del Consejo Nacional 
de Competencias, el oficio No. 295-22-YBH-PP-CM de 13 de septiembre de 2022, 
mismo que contiene la renuncia presentada por el Ing. Yandry Nicael Bazurto Hurtado, 
Representante Principal de los Gobiernos Autónomos Descentralizados Parroquiales 
Rurales ante el Consejo Nacional de Competencias; y, proceder con la titularización de 
la señora Zoila Floripez Yauri Minchala, Representante Suplente de los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados Parroquiales Rurales ante el Consejo Nacional de 
Competencias; 3) Poner en conocimiento de los miembros del Pleno, y solicitar la 
aprobación vía resolución, del Informe Anual de la Descentralización, para su posterior 
envío a la Asamblea Nacional, en cumplimiento de lo establecido en el art. 156 del 
COOTAD; 4) Poner en conocimiento de los miembros del Pleno, y solicitar la aprobación 
vía resolución, del Informe detallado sobre el estado de las transferencias de competencias 
de planificación, regulación y control del tránsito, por parte del Gobierno Central a los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados, para su posterior envío a la Asamblea Nacional, 
en cumplimiento de lo establecido en la Disposición General Sexagésima Primera de la 
Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial; 5) Poner en 
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conocimiento los avances y logros de la gestión mancomunada en la estrategia de tránsito, 
a través del establecimiento del Círculo de Gerentes; y, 6) Poner en conocimiento los 
avances y logros de la gestión mancomunada de la competencia de medio ambiente, 
cooperación internacional y turismo, a través de los resultados del II Encuentro de 
Mancomunidades; 

Que es necesario contar con una decisión del Pleno del Consejo Nacional de 
Competencias respecto del informe anual sobre el estado de las transferencias de 
competencias de planificación, regulación y control del tránsito, para dar cumplimiento a 
la disposición general sexagésima primera de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, 
Tránsito y Seguridad Vial;  

En ejercicio de sus facultades legales constantes en los artículos 119 y 121 del COOTAD, 
y artículo 18 del Reglamento de Funcionamiento del Pleno del Consejo Nacional de 
Competencias: 

RESUELVE: 
 

Artículo 1.- APROBAR el informe anual sobre el estado de las transferencias de 
competencias de planificación, regulación y control del tránsito, por parte del Gobierno 
Central a los Gobiernos Autónomos Descentralizados, mismo que será remitido a la 
Asamblea Nacional junto a la presente Resolución.  
 
DISPOSICIÓN GENERAL ÚNICA. -Encárguese al Secretario Ejecutivo del Consejo 
Nacional de Competencias la ejecución de la presente Resolución. 
 
DISPOSICIÓN FINAL.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial. 
 

Dada, a los 11 días del mes de octubre de 2022. 
 
 
 
 
 
 

Jairon Merchán Haz 
PRESIDENTE DEL CONSEJO 

NACIONAL DE COMPETENCIAS 
 

 
 
 
 
 
 

Rafael Antonio Dávila Egüez 
REPRESENTANTE DE LOS 

GOBIERNOS PROVINCIALES 

 
 
 
 
 

Zoila Floripez Yauri Minchala  
REPRESENTANTE DE LOS 

GOBIERNOS PARROQUIALES 
 

 
 
 
 
 

 

 

Firmado electrónicamente por:

RAFAEL
ANTONIO
DAVILA EGUEZ

Firmado electrónicamente por:

ZOILA FLORIPES
YAURI MINCHALA

Firmado electrónicamente por:

JAIRON FREDDY
MERCHAN HAZ



Viernes 28 de octubre de 2022 Registro Oficial Nº 179

26 

 

Resolución No.006-CNC-2022 
 

 
 RAZÓN.-Proveyeron y firmaron la resolución que antecede electrónicamente: El 
presidente y los representantes de los gobiernos autónomos descentralizados provinciales 
y parroquiales del Consejo Nacional de Competencias, a los 11 días del mes de octubre 
de 2022; ello, de conformidad con los artículos 17 y 18 del Reglamento de 
funcionamiento del Pleno del Consejo Nacional de Competencias, dejándose constancia 
de que el Consejero Holger Leonardo Maroto Llerena, Representante de los Gobiernos 
Municipales, a pesar de encontrarse presente en la Sesión, al momento de efectuarse la 
votación, no la efectuó de conformidad con la normativa y el procedimiento establecido 
para el efecto. 

 
Lo certifico.- 
  
 
 
 

Juan Sebastián Arias 
SECRETARIO EJECUTIVO 

CONSEJO NACIONAL DE COMPETENCIAS 

Firmado electrónicamente por:

JUAN
SEBASTIAN
ARIAS GUAMAN
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RREESSOOLLUUCCIIÓÓNN  NNoo..  UUAA FFEE--DDGG--2200 2222--00 557777  
  
  

IInngg ..  FFrraannkklliinn  BBoollíívvaarr  MMoorriilllloo  RRoosseerroo   
DDIIRREECCTTOORR  GGEENNEERRAA LL  ((SS))   

UUNNIIDDAA DD  DDEE  AA NNÁÁ LLIISSIISS  FFIINNAA NNCCIIEERROO  YY  EECCOONNÓÓMMIICCOO  ((UUAA FFEE))   
  
  

Considerando: 

 
QQuuee el art ículo 226 de la Const itución de la República del Ecuador, d ispone: 

"Las inst ituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las 
servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de 
una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades 
que les sean at ribuidas en la Const itución y la ley. Tendrán el deber de 
coordinar acciones para el cumplimiento de sus f ines y hacer efect ivo el 
goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Const itución"; 

QQuuee el art ículo 227 de la Norma Fundamental del Estado, manif iesta La 
administ ración pública const ituye un servicio a la colect ividad que se rige 
por los princip ios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcent ración, descent ralización, coord inación, part icipación, 
p lanif icación, t ransparencia y evaluación   

QQuuee  el últ imo inciso del art ículo 5 de la Ley Orgánica de Prevención, Detección 
y Erradicación del Delit o de Lavado de Act ivos y del Financiamiento de 
Delitos señala que, la Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE) 
mediante resolución podrá incorporar nuevos sujetos obligados a 
reportar; y podrá solicitar información adicional a ot ras personas naturales 
o juríd icas; 

 
QQuuee  el primer inciso del art ículo 11 de la mencionada Ley, d ispone que la Unidad 

de Análisis Financiero y Económico (UAFE), es la ent idad técnica 
responsable de la recopilación de información, realización de reportes, 
ejecución de las polít icas y est rategias nacionales de prevención y 
erradicación del lavado de act ivos y f inanciamiento d e delitos, y que es 
una ent idad con autonomía operat iva, administ rat iva, f inanciera y 
jurisdicción coact iva adscrita al ente rector de las Finanzas Públicas; 

  
QQuuee  el literal k)  del art ículo 12 de la citada Ley Orgánica, señala como una de 

las funciones de la Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE), la 
Expedir la normat iva correspondiente y asumir el cont rol para el caso 

de los sujetos obligados a ent regar información, que no tengan 
inst ituciones de cont rol específ icas  
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QQuuee    el art ículo 14 de la mencionada Ley Orgánica, determina las at ribuciones y 
responsabilidades del Director General de la Unidad de Análisis Financiero 
y Económico (UAFE); 

 
QQuuee  el art ículo 4 del Reglamento General a la Ley Orgánica de Prevención, 

Detección y Erradicación del Delito de Lavado de Act ivos y del 
Financiamiento de Delitos d ispone que el Director General de la Unidad 
de Análisis Financiero y Económico, en ejercicio de las at ribuciones y 
responsabilidades que la Ley le otorga para su aplicación, emit irá las 
resoluciones normat ivas que corresponda, las que deberán publicarse en 
el Regist ro Oficial; 

 
Que mediante informe técnico Nro. UAFE-DAE-20 22-0 0 6-IF de 28 de 

sept iembre de 20 22 para la reforma de la Resolución No. UAFE-DG-20 22-
0 131 de 8 de abril de 20 22, con la que se not if icó a los proveedores de 
servicios de act ivos virtuales, personas naturales y personas juríd icas, 
como sujetos obligados a reportar a la Unidad de Análisis Financiero  y 
Económico, se recomienda la reforma de la citada Resolución. 

 
QQuuee  mediante Decreto Ejecut ivo No. 62 de 0 8 de junio de 20 21, se nombró 

como Directora General de la Unidad de Análisis Financiero y Económico 
(UAFE) a la ingeniera Carla Gabriela Mera Proaño; y, 

 
En ejercicio de las facultades previstas en el art ículo 14 de la Ley Orgánica de 
Prevención, Detección, y Erradicación del Delito de Lavado de A ct ivos y del 
Financiamiento de Delitos, y art ículo 4 de su Reglamento General, 
 

RREESSUUEELLVVEE::  
 
 
Reformar la Resolución No. UAFE-DG-20 22-0 131 de 8 de abril de 20 22 en los 
siguientes términos:  
 
A rt ículo 1.- 

  
 
A rt ículo 2.- Sust itúyase la d isposición general octava por la siguiente: 
 
OOCCTTAA VVAA ..--  Los sujetos obligados descritos en la p resente Resolución, 

presentarán a la Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE), los reportes 
determinados en el art ículo 3, de esta Resolución después del p lazo de seis (6)  
meses, contados a part ir de la fecha de publicación de la presente Resolución en 
el Regist ro Oficial, a excepción del reporte del numeral 3.1 y 3.3 del art ículo 3, los 
que se realizarán a part ir de mes de enero de 20 23.  
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DDIISSPPOOSSIICCIIOONNEESS  GGEENNEERRAA LLEESS  
 
PPRRIIMMEERRAA ..--   Encargar a la Dirección de Prevención la ejecución de la presente 
Resolución.  
 
SSEEGGUUNNDDAA ..--   Disponer a la Dirección de Comunicación Social y a la Dirección de 
Prevención para que en el ámbito de sus competencias socialicen a los sujetos 
obligados a reportar a la Unidad de Análisis Financiero y Económico señalados 
en esta Resolución, el contenido de la misma, además de su publicación en el 
portal inst itucional de la UAFE.  
 
TTEERRCCEERRAA ..--   Disponer a la Secretaría General, remit ir la presente Resolución al 
Regist ro Oficial para su publicación.  
 
DDIISSPPOOSSIICCIIÓÓNN  FFIINNAA LL    
 
La presente resolución ent rará en vigencia a part ir de la fecha de su suscripción, 
sin perjuicio de su publicación en el Regist ro Oficial.  
 
Suscrito en la ciudad de Quito, Dist rito Met ropolitano, el  11 de octubre de 20 22. 
 
 
 
 
 
 
 

 
 

Ing. Franklin Bolívar Morillo Rosero  
DDIIRREECCTTOORR  GGEENNEERRAA LL  SSUUBBRROOGGAA NNTTEE  

UUNNIIDDAA DD  DDEE  AA NNÁÁ LLIISSIISS  FFIINNAA NNCCIIEERROO  YY  EECCOONNÓÓMMIICCOO  ((UUAA FFEE))  

Firmado electrónicamente por:

FRANKLIN
BOLIVAR MORILLO
ROSERO
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNLESF-2022-0298 
 
 

JORGE MONCAYO LARA  
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que, el artículo 318 del Libro I del Código Orgánico Monetario y Financiero dispone: 

“Cierre de la liquidación. Concluido el proceso de liquidación, el liquidador 
efectuará la conciliación de cuentas y cierre contable del balance de liquidación, 
así como el informe final de la liquidación, los cuales serán presentados al 
organismo de control y dados a conocer a los accionistas y/o socios pendientes 
de pago, de conformidad con las normas que expida el organismo de control.- Al 
cierre de la liquidación el organismo de control dispondrá la extinción de la 
entidad y excluirá a la entidad financiera del Catastro Público”; 

 
Que, la Codificación de Resoluciones Monetarias, Financieras, de Valores y Seguros, 

emitida por la Junta de Política y Regulación Monetaria y Financiera, en su Libro 
I: “Sistema monetario y financiero”, Título II: “Sistema financiero nacional”, 
Capítulo XXXVII: “Sector financiero popular y solidario”, Sección XIII:  “Norma 
que regula las liquidaciones de las entidades del sector financiero popular y 
solidario, sujetas al control de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria”, Subsección IV: “Conclusión de la Liquidación”, artículo 282 dispone: 
“Cierre de liquidación: Concluido el proceso de liquidación, el liquidador 
efectuará la conciliación de cuentas y cierre contable del balance de liquidación, 
así como el informe final de la liquidación, los cuales serán presentados a la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria y dados a conocer a los socios 
pendientes de pago, de conformidad con las normas que expida el organismo de 
control.- No se concluirá el proceso de liquidación sin que previamente se haya 
presentado el informe final de liquidación, con el contenido y documentación 
habilitante que disponga el organismo de control.- Al cierre de la liquidación la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria dispondrá la extinción de la 
entidad y la excluirá del Catastro Público.- Asimismo, el liquidador presentará el 
informe final de la liquidación a la COSEDE”;  

 
Que, el artículo 17 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 

Solidaria determina: “Cancelación de registro.- La Superintendencia, una vez que 
apruebe el informe final del liquidador, dispondrá la cancelación del registro de 
la organización, declarándola extinguida de pleno derecho y notificando del 
particular al Ministerio encargado de la inclusión económica y social, para que, 
igualmente, cancele su registro en esa entidad”;    

 
Que, la Norma de Control para el Cierre de la Liquidación y Extinción de las Entidades 

del Sector Financiero Popular y Solidario bajo control de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria, expedida mediante Resolución No. SEPS-IGT-
INFMR-INGINT-2021-0098, de 26 de marzo de 2021, en el artículo 3 dispone: 
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“Inicio del cierre de la liquidación.- Concluido el proceso de liquidación, el 
liquidador efectuará la conciliación de cuentas, el cierre contable del balance de 
la liquidación y el informe final de la liquidación, para ser remitidos a este 
Organismo de Control y dados a conocer a los socios pendientes de pago. Al 
informe final de la liquidación se anexará el balance final debidamente suscrito 
y el acta de carencia de patrimonio, de ser el caso”;   

 
Que, el artículo 8 de la Norma antes indicada señala: “Resolución de cierre del proceso 

de liquidación y extinción de la entidad.- Una vez presentado ante el organismo 
de control el informe final de liquidación por parte del liquidador, el 
Superintendente de Economía Popular y Solidaria o su delegado, sobre la base 
del informe técnico de la Dirección Nacional de Liquidación del Sector 
Financiero, aprobado por la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución, emitirá, de ser el caso, la resolución declarando la 
extinción de la entidad en liquidación”;   

 
Que,   mediante Acuerdo No. 9758, de 05 de octubre de 1967, el Ministerio de Previsión 

Social aprobó el estatuto social de la “Cooperativa de Ahorro y Crédito de la 
Empresa de Teléfonos de Guayaquil (E.T.G.) Limitada”, domiciliada en el cantón 
Guayaquil, provincia del Guayas; 

 
Que, la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, mediante Resolución No. 

SEPS-ROEPS-2013-001833 de 03 de junio de 2013, aprobó el estatuto de la 
Entidad, adecuado a la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, bajo la 
denominación de COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO ETG LTDA; 

 
Que, con Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-IZ5-IFMR-2019-0009, de 24 de enero de 

2019, este Organismo de Control resolvió liquidar a la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CREDITO ETG LTDA, designando como liquidador al señor Juan 
José Estrada Verdesoto, servidor de esta Superintendencia; 

 
Que,  a través de la Resolución No. SEPS-IFMR-2019-0048, de 15 de marzo de 2019, 

la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria resolvió aceptar la renuncia 
del señor Juan José Estrada Verdesoto del cargo de liquidador de la Cooperativa; 
y, en su lugar nombró a la señora Yesenia Petita Moreno Andrade, servidora 
pública de esta Superintendencia; 

 
Que,   del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNLESF-2022-028, de 17 de junio de 

2022, se desprende que mediante oficio ingresado a la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria con Trámite No. SEPS-UIO-2022-001-011066 de 
04 de febrero de 2022, la liquidadora de la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CRÉDITO ETG LTDA “EN LIQUIDACIÓN” presentó el informe final del 
proceso de liquidación de la referida Entidad, adjuntando documentación para tal 
efecto; 

 
Que,  del precitado Informe Técnico se desprende que la Dirección Nacional de 

Liquidación de Entidades del Sector Financiero, sobre el informe final de 
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liquidación de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO ETG LTDA “EN 
LIQUIDACIÓN”, luego del análisis correspondiente, en lo principal concluye y 
recomienda: “3. CONCLUSIÓN: En relación a la información remitida por la 
liquidadora y una vez analizado su contenido, se evidencia que se ha 
CONCLUIDO EL PROCESO DE LIQUIDACIÓN de la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CRÉDITO ETG LTDA. EN LIQUIDACIÓN y al no tener activos por 
enajenar y pasivos pendientes de cancelación, se da por finalizada la liquidación 
y se determina la factibilidad de disponer la extinción de la personería jurídica 
de la entidad.- 4. RECOMENDACIÓN: .- Por lo descrito en el presente informe, 
la Dirección Nacional de Liquidación del Sector Financiero, recomienda: 1. Se 
disponga la extinción de la personalidad jurídica de la Cooperativa de Ahorro y 
Crédito ETG Ltda. en Liquidación con RUC 0990622019001 y su exclusión del 
Catastro Público (…)”;  

 
Que,  mediante Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNLESF-2022-1679, de 17 de 

junio de 2022, la Dirección Nacional de Liquidación de Entidades del Sector 
Financiero pone en conocimiento de la Intendencia Nacional de Fortalecimiento 
y Mecanismos de Resolución el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNLESF-
2022-028, relacionado con la extinción de la COOPERATIVA DE AHORRO Y 
CREDITO ETG LTDA “EN LIQUIDACIÓN”, a la vez que recomienda: “(…) 
una vez revisada la documentación remitida por la liquidadora, se recomienda 
(…) se disponga la finalización del proceso de liquidación, la extinción de la 
personalidad jurídica de la entidad y su respectiva exclusión del Catastro Público 
de conformidad a lo establecido en el Artículo 318 del Código Orgánico 
Monetario y Financiero (…)”; 

 
Que,    con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2022-1685 de 17 de junio de 2022, la 

Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución aprueba el 
informe final de la liquidadora y recomienda se: “(…) disponga la finalización del 
proceso de liquidación de la Cooperativa de Ahorro y Crédito ETG Ltda. en 
Liquidación, la extinción de la personalidad jurídica de la entidad y su exclusión 
del Catastro Público (…)”; 

 
Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-2226, de 17 de agosto de 2022, desde 

el punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el informe 
respectivo; 

 
Que,  por medio de la instrucción agregada en el Sistema de Gestión Documental de esta 

Superintendencia, en los comentarios al Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-
2226, el 17 de agosto de 2022 la Intendencia General Técnica emitió su 
“PROCEDER” para continuar con el proceso referido; 

 
Que,  de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión 

Organizacional por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y 
Solidaria, expedido mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001, de 
31 de enero de 2022, el Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y 
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responsabilidades el suscribir las resoluciones de extinción de la personalidad 
jurídica de las entidades controladas; y, 

 
Que, con acción de personal No. 1395, de 24 de septiembre de 2021, el Intendente 

General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora Superintendente de 
Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General Técnico al señor 
Jorge Andrés Moncayo Lara  

 
En ejercicio de las atribuciones legales, 
 

RESUELVE: 
 

ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar el cierre del proceso de liquidación de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO ETG LTDA “EN LIQUIDACIÓN”, con 
Registro Único de Contribuyentes No.  0990622019001; y, su extinción de pleno derecho, 
en atención a lo dispuesto en el artículo 318 del Libro I del Código Orgánico Monetario 
y Financiero; y, el artículo 17 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía 
Popular y Solidaria. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la 
cancelación del registro de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO ETG LTDA 
“EN LIQUIDACIÓN”. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica 
y Social con la presente Resolución para que proceda a retirar a la COOPERATIVA DE 
AHORRO Y CREDITO ETG LTDA “EN LIQUIDACIÓN”, del registro 
correspondiente. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Dejar sin efecto el nombramiento de la señora Yesenia Petita 
Moreno Andrade como liquidadora de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO 
ETG LTDA “EN LIQUIDACIÓN”. 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución a la ex liquidadora de la 
COOPERATIVA DE AHORRO Y CREDITO ETG LTDA “EN LIQUIDACIÓN”, para 
los fines pertinentes.  
 
SEGUNDA.- Disponer a la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional 
de esta Superintendencia, la publicación de la presente Resolución en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
 
TERCERA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-IGT-IZ5-IFMR-
2019-0009; y, la publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su 
inscripción en los registros correspondientes.    
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CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines 
pertinentes. 
 
QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga en conocimiento de la Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa Financiera, el contenido de la presente 
Resolución para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  
 
SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin 
perjuicio de su publicación.  De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional 
de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución. 
 
CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.- 
 
Dado y firmado en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los cuatro días del mes 
de octubre de 2022. 
 
 
 
 

 
JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA  
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2022-0299 
 

JORGE MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que, el primer inciso del artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador establece: 

“Las superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y 
control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que 
prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y 
servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las 
superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 
específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y 
vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley (…)”; 

 
Que, el artículo 226 de la misma Norma Suprema determina: “Las instituciones del Estado, sus 

organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que 
actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de 
coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio 
de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

 
Que, el artículo 3 del Código Orgánico Administrativo dispone: “Principio de eficacia. Las 

actuaciones administrativas se realizan en función del cumplimiento de los fines previstos 
para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus competencias”; 

 
Que,  el primer inciso del artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 

señala: “Disolución y Liquidación.- Las organizaciones se disolverán y liquidarán por 
voluntad de sus integrantes, expresada con el voto de las dos terceras partes de sus 
integrantes y por las causales establecidas en la presente Ley y en el procedimiento 
estipulado en su estatuto social (…)”; 

 
Que, el artículo 57, literal d), ibídem dispone: “Disolución.- Las cooperativas podrán 

disolverse, por las siguientes causas:(…) d) Decisión voluntaria de la Asamblea General, 
expresada con el voto secreto de las dos terceras partes de sus integrantes (…)”; 

 
Que,  el artículo 60 de la referida Ley, en su parte pertinente señala: “(…) una vez disuelta la 

cooperativa se procederá a su liquidación, la cual consiste en la extinción de las 
obligaciones de la organización y demás actividades relacionadas con el cierre; para 
cuyo efecto, la cooperativa conservará su personalidad jurídica, añadiéndose a su razón 
social, las palabras "en liquidación””; 

 
Que,  el artículo 61 ejusdem señala: “El liquidador será designado por la Asamblea General 

cuando se trate de disolución voluntaria y por la Superintendencia cuando sea ésta la 
que resuelva la disolución.- El liquidador ejercerá la representación legal, judicial y 
extrajudicial de la cooperativa, pudiendo realizar únicamente aquellas actividades 
necesarias para la liquidación.- Cuando el liquidador (…) sea designado por la 
Asamblea General de la cooperativa, será ésta quien fije sus honorarios (…).- El 
liquidador podrá o no ser servidor de la Superintendencia; de no serlo, no tendrá 
relación de dependencia laboral alguna con la cooperativa ni con la Superintendencia, 
y será de libre remoción, sin derecho a indemnización alguna.- El liquidador en ningún 
caso será responsable solidario de las obligaciones de la entidad en proceso de 
liquidación”; 



Viernes 28 de octubre de 2022 Registro Oficial Nº 179

36 

 

Página 2 de 6 
 

 
Que,  el artículo 14 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 

Solidaria prescribe: “Las organizaciones de la economía popular y solidaria, se 
disolverán y liquidarán por voluntad de sus integrantes, expresada con el voto secreto de 
al menos las dos terceras partes de los integrantes, en la Asamblea que sea debidamente 
convocada para el efecto, por las causales legales y reglamentarias, aplicando el 
procedimiento establecido en este reglamento; y, las normas que para el efecto expida la 
Superintendencia”; 

 
Que, el artículo 55 del referido Reglamento, dispone: “La Superintendencia, podrá resolver, 

de oficio, o a petición de parte, en forma motivada, la disolución y consiguiente 
liquidación de una organización bajo su control (…)”; 

Que,  el artículo 56 del Reglamento citado dispone: “Publicidad.- La resolución de disolución 
y liquidación de una cooperativa, será publicada, en el portal web de la Superintendencia 
de Economía Popular y Solidaria y un extracto de aquella en un periódico de amplia 
circulación nacional y/o del domicilio de la organización”; 

Que,  el artículo 57 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, manifiesta: “La Superintendencia, en la resolución de liquidación, nombrará 
al liquidador o ratificará al designado por la asamblea general, cuando se trate de 
liquidación voluntaria y fijará el monto de la caución que deba rendir (…)”; 

 
Que,  la Norma de Control que Regula la Liquidación Voluntaria de las Organizaciones de la 

Economía Popular y Solidaria sujetas al Control de la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria, contenida en la Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-
INGINT-2020-0656, de 18 de septiembre de 2020, en el artículo 2 dispone: 
“Procedencia: La liquidación voluntaria de las organizaciones procederá cuando: .- 1) 
Exista la decisión de al menos las dos terceras partes de los integrantes de la Asamblea 
o Junta General convocada para el efecto; .- 2) La organización disponga de los recursos 
suficientes para atender todas las obligaciones pendientes de pago; y, .- 3) La 
organización no mantenga obligaciones pendientes con la Superintendencia, ni 
procedimientos administrativos sancionadores en trámite”; 

 
Que,  el artículo 3 ibídem establece: “Requisitos para solicitar la liquidación voluntaria: La 

organización que solicite la liquidación voluntaria deberá presentar a la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, a través de su representante legal, 
los siguientes documentos: .- 1) Solicitud de liquidación voluntaria, en el formato que 
proporcione la Superintendencia; .- 2) Estados financieros con fecha de corte no mayor 
al mes inmediato anterior a la fecha de solicitud de liquidación voluntaria. Los estados 
financieros deberán estar suscritos por el representante legal y por el contador de la 
organización, si lo tuviere; .- 3) Copia certificada de la convocatoria a asamblea o junta 
general de socios, asociados o representantes, en la que se haya decidido la liquidación 
voluntaria de la organización; .- 4) Copia certificada del acta de asamblea o junta 
general extraordinaria de socios, asociados o representantes, en la que se decidió la 
liquidación voluntaria de la organización por acuerdo de al menos, las dos terceras 
partes de sus integrantes; la misma que deberá contener además, los nombres y apellidos 
de liquidador, número de cédula de ciudadanía o del documento de identidad, honorarios 
y su periodicidad de pago; .- 5) Copia certificada del listado de asistentes a la asamblea 
o junta general en la que se resolvió la liquidación voluntaria de la organización y 
acogerse a dicho procedimiento; .- 6) Información sobre el estado de obligaciones 
tributarias con el Servicio de Rentas Internas; .- 7) Información sobre el estado de 
obligaciones patronales con el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social; .- 8) 
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Información sobre sobre estado y porcentaje de avance de adjudicación y legalización 
de predios de la organización, en los casos de las cooperativas de vivienda; .- 9) 
Declaración responsable del representante legal, en la que indique si la organización 
recibió bienes o recursos por parte del Estado, y el destino de los mismos; y, .- 10) 
Formulario de datos para notificaciones, suscrito por el liquidador designado”; 

 
Que,  el artículo 4 ejusdem determina: “Procedimiento: La Superintendencia, previa 

verificación de los requisitos señalados en esta resolución y con base en la información 
que disponga en sus registros, podrá aprobar la liquidación voluntaria de la 
organización y emitir la correspondiente resolución (…)”; 

 
Que,  a través del Acuerdo No. 000899 de 16 de mayo de 1980, el Ministerio de Bienestar Social 

aprobó el estatuto y declaró la existencia legal de la Cooperativa de Vivienda Rural 
“CEPE”; 

   
Que,   mediante Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-004016 de 09 de agosto de 2013, este 

Organismo de Control aprobó el estatuto social de la COOPERATIVA DE VIVIENDA 
RURAL CEPE, adecuado a la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
domiciliada en la ciudad de Quito, de la provincia de Pichincha; 

 
Que,    del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2022-031 de 22 de febrero de 2022, se 

indica que a través de los Trámites Nos. “(…) SEPS-CZ7-2022-001-013790 (…) y SEPS-
CZ3-2022-001-016334”, ingresados el 11 y 17 de febrero de 2022, en su orden, la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE solicitó su disolución y liquidación 
voluntaria, adjuntando los documentos para tal efecto; 

 
Que,   en el precitado Informe Técnico, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de 

Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, luego del análisis respectivo, en lo 
principal concluye y recomienda: “5. CONCLUSIONES: .- (…) Mediante Asamblea 
General Extraordinaria de Socios celebrada el 27 de enero de 2022, se resolvió la 
disolución y liquidación voluntaria de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE; 
de conformidad con el artículo 14 de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, 
y se designó al señor Iván Dimitri Calderón Cabezas (…) como liquidador de la referida 
organización, cuyos honorarios serán bajo la modalidad ad-honorem.- 6. 
RECOMENDACIONES:- (…) 6.1. Declarar la disolución y liquidación voluntaria de 
la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE, con Registro Único de Contribuyentes 
No. 1790691705001, en aplicación (…) de lo dispuesto en el artículo 14 y 57 literal d) 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, en concordancia con el artículo 
14 del Reglamento General de la Ley antes citada.- 6.2. Ratificar como liquidador de la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA RURA CEPE, al señor Iván Dimitri Calderón Cabezas 
(…) cuyos honorarios serán bajo la modalidad ad-honorem (…)”; 

 
Que,   mediante Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2022-0586, de 22 de febrero de 

2022, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria pone en conocimiento de la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución el Informe Técnico No. SEPS-INFMR-
DNILO-2022-031, concluyendo y recomendando: “(…) que la Cooperativa de Vivienda 
Rural CEPE, cumple con las condiciones para declarar la disolución y liquidación 
voluntaria, de conformidad a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria, su Reglamento General y la Norma de control que regula la liquidación 
voluntaria de la (sic) Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria sujetas al 
control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (…)”; 
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Que,   con Memorandos Nos. SEPS-SGD-INFMR-2022-0610 y SEPS-SGD-INFMR-2022-
1215, de 24 de febrero y 06 de mayo de 2022, respectivamente, la Intendencia Nacional 
de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución en lo principal indica: “(…) que la 
Cooperativa de Vivienda Rural CEPE, cumple con las condiciones para disponer su 
disolución y liquidación voluntaria, de conformidad con los artículos 14 y 57 literal d) 
de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; y, el artículo 14 del Reglamento 
General de la precitada Ley, en este sentido, aprueba el presente informe técnico y 
recomienda declarar la disolución y liquidación de la aludida organización (…)”; 

 
Que, a través del Memorando No. SEPS-SGD-INSOEPS-2022-0897, de 05 de julio de 2022, 

la Intendencia Nacional de Supervisión a Organizaciones de la Economía Popular y 
Solidaria manifiesta: “(…) se realiza la siguiente precisión, la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA RURAL CEPE, NO se encuentra sometida a un mecanismo de control 
(auditoria, examen especial, diagnóstico situacional, inspección o inactividad), llevado 
por esta Intendencia Nacional, la mencionada Organización se encuentra enlistada (sic) 
en la matriz de proceso de liquidación, que contiene 166 cooperativas de vivienda con 
más de cinco años de vida jurídica, remitido por la Intendencia Nacional de Riesgos, 
mediante Memorando No. SEPS-SGD-INR-2021-0831 de 28 de octubre de 2021, 
considerada dentro de la misma como: “VOLUNTARIA”.- Por lo que se reitera lo 
solicitado con Memorando SEPS-SGD-INSOEPS-2022-0504 de 27 de abril de 2022, en 
el sentido de que es viable que se pueda aplicar el proceso de liquidación voluntaria de 
la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE por parte de la Dirección Nacional de 
Intervención y Liquidación de Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, de 
la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución (…)”; 

 
Que, con Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-2212, de 15 de agosto de 2022, desde el punto 

de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el respectivo informe; 
 
Que, consta a través del Sistema de Gestión Documental de la Superintendencia de Economía 

Popular y Solidaria que, respecto del Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-2212, el 15 
de agosto de 2022, la Intendencia General Técnica emitió su proceder para continuar con 
el proceso referido;  

 
Que, de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por 

Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido mediante 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001, de 31 de enero de 2022, el Intendente 
General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el suscribir las 
resoluciones de disolución y liquidación; y, 

Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 1395, de 24 de septiembre de 2021, el 
Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora Superintendente 
de Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General Técnico al señor 
Jorge Andrés Moncayo Lara. 

 
En uso de las atribuciones legales y reglamentarias, 

 
RESUELVE: 

  
ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar la disolución voluntaria de la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA RURAL CEPE, con Registro Único de Contribuyentes No. 1790691705001, 
domiciliada en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 14 y 57, letra d), de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, en 
concordancia con el artículo 14 de su Reglamento General.  
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ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer el inicio del proceso de liquidación voluntaria de la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE, con Registro Único de Contribuyentes No. 
1790691705001, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley Orgánica de 
Economía Popular y Solidaria, a efecto de lo cual, la Organización conservará su personalidad 
jurídica, añadiéndose a su razón social las palabras “EN LIQUIDACIÓN”. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Ratificar al señor Iván Dimitri Calderón Cabezas, como liquidador 
de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE, mismo que fue designado por la 
Asamblea General Extraordinaria de Socios, quien deberá actuar, planificar y ejecutar las 
actividades de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; 
su Reglamento General; y, la Norma de Control que Regula la liquidación voluntaria de las 
Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria sujetas al Control de la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria. En atención a que los servicios que el liquidador prestará serán 
ad-honorem, se exonera de la caución correspondiente. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Disponer que el liquidador dentro de los cinco días posteriores a su 
designación, se posesione ante el Intendente Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución de esta Superintendencia y proceda a la suscripción del acta de entrega-recepción de 
los archivos, bienes, valores, libros de contabilidad, estados financieros y demás documentos 
correspondientes a la gestión de la  COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL CEPE “EN 
LIQUIDACIÓN”, los mismos que deberán ser entregados por los ex directivos de la 
Organización. En caso de negativa se aplicarán las sanciones que para el efecto dispone la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria. 
 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

PRIMERA.- Disponer que el liquidador publique un extracto de la presente Resolución en un 
periódico de amplia circulación nacional y/o del domicilio de la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA RURAL CEPE “EN LIQUIDACIÓN”, acorde a lo establecido en el artículo 56 del 
Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; y, la Norma de Control 
que Regula la Liquidación Voluntaria de las Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria 
sujetas al Control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, contenida en la 
Resolución No. SEPS-IGT-IGS-INSOEPS-INFMR-INGINT-2020-0656, de 18 de septiembre de 
2020. 
 
SEGUNDA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón respectiva 
del presente acto administrativo en la Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-004016; y, publicar la 
presente Resolución en el Registro Oficial, así como su inscripción en los registros 
correspondientes. 
 
TERCERA.- Disponer que se publique la presente Resolución en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
 
CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes. 

QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga el contenido de la presente Resolución en conocimiento de la Dirección 
Nacional de Procuraduría Judicial y Coactivas e Intendencia Nacional Administrativa 
Financiera, para que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  
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SEXTA.- La presente Resolución regirá a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación. 
De su cumplimiento encárguese la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución. 

COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 
 
Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 5 días de 
octubre de 2022. 
 
 
 
 
 

 
 

JORGE MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
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RESOLUCIÓN No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2022-0300 
 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que,  el artículo 17 del Reglamento General de la Ley Orgánica de Economía Popular y 

Solidaria dispone: “Cancelación de registro.- La Superintendencia, una vez que 
apruebe el informe final del liquidador, dispondrá la cancelación del registro de la 
organización, declarándola extinguida de pleno derecho y notificando del particular 
al Ministerio encargado de la inclusión económica y social, para que, igualmente, 
cancele su registro en esa entidad”;  

 
Que,  el artículo 59, numeral 9, del Reglamento ut supra establece: “Atribuciones y 

responsabilidades.- Son atribuciones y responsabilidades del liquidador, las 
siguientes: (…) 9. Presentar el informe y balance de liquidación finales (…)”; 

 
Que, el artículo 64 ibídem dispone: “Informe final.- El liquidador presentará a la 

asamblea general y a la Superintendencia un informe final de su gestión que incluirá 
el estado financiero de situación final y el balance de pérdidas y ganancias 
debidamente auditados, con la distribución del saldo patrimonial, de ser el caso”; 

 
Que, el artículo 24 de la Norma de Control que Regula la Intervención de las Cooperativas 

y Liquidación de las Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y la 
Calificación de Interventores y Liquidadores, expedida mediante Resolución No. 
SEPS-IGT-IGS-INFMR-INGINT-2021-0389, de 26 de julio de 2021, reformada, 
dispone: “(…) Carencia de patrimonio.- El liquidador levantará y suscribirá el acta 
de carencia de patrimonio cuando: 1) La totalidad de los activos constantes en el 
estado financiero final de liquidación, no sean suficientes para satisfacer las 
obligaciones de la organización; o, 2) Si realizado el activo y saneado el pasivo no 
existe saldo del activo o sobrante. El acta de carencia de patrimonio deberá estar 
suscrita también por el contador, en caso de haberlo, y se remitirá a la 
Superintendencia”; 

 
Que, el artículo 27 de la Norma de Control referida anteriormente establece: “Remisión de 

documentos a la Superintendencia.- El liquidador remitirá a la Superintendencia 
con las respectivas firmas de responsabilidad: el informe final de gestión con sus 
respectivos respaldos documentales, informe de auditoría, de ser el caso, estado de 
situación financiera, estado de resultados, información sobre el destino del saldo del 
activo, convocatoria, acta de asamblea o junta general en la que se conoció dicho 
informe final, listado de asistentes, y demás documentos de respaldo que a criterio 
de la Superintendencia o del liquidador sean necesarios (…)”; 
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Que,  el artículo 28 de la Norma ut supra dice: “Extinción de la personalidad jurídica. 
Concluido el proceso de liquidación, la Superintendencia expedirá la resolución que 
dispondrá la extinción de la personalidad jurídica de la organización, su cancelación 
del registro de esta Superintendencia; y, la notificación al Ministerio a cargo de los 
registros sociales, para la respectiva cancelación"; 

 
Que,  con Acuerdo No. 000419, de 04 de abril de 1983, el Ministerio de Bienestar Social 

acordó aprobar el estatuto y reconocer la personería jurídica de la Cooperativa de 
Vivienda Rural “ESPE”, con domicilio en la ciudad de Quito, provincia de Pichincha;  

 
Que, con Resolución No. SEPS-ROEPS-2013-004019, de 09 de agosto de 2013, la 

organización adecuo estatuto social a la Ley Orgánica de Economía Popular y 
Solidaria; 

 
Que, mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-DNILO-2021-0699, de 29 de 

diciembre de 2021, esta Superintendencia resolvió disolver y disponer el inicio del 
proceso de liquidación voluntaria de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL 
ESPE, ratificando como liquidador al señor Wilson Humberto Salas Moreno, 
designado por la Asamblea General Extraordinaria de Socios; 

 
Que,  por medio de la Resolución No. SEPS-INFMR-2022-0001, de 08 de febrero de 2022, 

la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, en virtud de no haberse 
posesionado el liquidador designado con Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-
DNILO-2021-0699, resolvió ratificar a la señorita Karen Paola Pedrera Ramírez, 
designada por la Asamblea General Extraordinaria de Socios, como liquidadora de la 
COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN”; 

 
Que,  del Informe Técnico No. SEPS-INFMR-DNILO-2022-110, de 29 de julio de 2022, 

se desprende que mediante “(…) trámite No. SEPS-CZ3-2022-001-065159 de 12 de 
julio de 2022 (…)”, la liquidadora de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL 
ESPE “EN LIQUIDACIÓN” presentó el informe final del proceso de liquidación de 
la referida Organización, adjuntando documentación para el efecto; 

 
Que,   en el precitado Informe Técnico, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación 

de   Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria, al pronunciarse respecto del 
informe final de liquidación de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE 
“EN LIQUIDACIÓN”, luego del análisis correspondiente, en lo principal concluye y 
recomienda: “(…) 4. CONCLUSIONES:- 4.1. Se realizó la notificación a socios y 
acreedores (…) sin que se hayan presentado socios o acreedores a este llamado, 
cumpliéndose con lo establecido en el artículo 61 del Reglamento General a la Ley 
Orgánica de Economía Popular y Solidaria.- (…) 4.11. La liquidadora realizó la 
convocatoria en prensa para celebrar la Asamblea General Extraordinaria Virtual 
de socios (…) a fin de poner en su conocimiento, el informe final de gestión, así como 
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los estados financieros finales; la Asamblea se desarrolló, se trataron los puntos del 
orden del día y se aprobó el acta respectiva.- (…) 4.13. La liquidadora suscribió el 
acta de carencia, al no existir saldo del activo.- 4.14. Con fundamento en la 
normativa expuesta en el presente informe se concluye que la COOPERATIVA DE 
VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN”, ha cumplido con lo establecido en 
el marco de la Ley Orgánica de la (sic) Economía Popular y Solidaria, y su 
Reglamento General, y demás normativa aplicable para extinguir organizaciones de 
la Economía Popular y Solidaria.- 4.15. Del análisis efectuado, se aprueba el informe 
final de gestión presentado por la señora Karen Paola Pedrera Ramírez, liquidadora 
de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN”.- 5. 
RECOMENDACIONES:- 5.1. Aprobar la extinción de la personalidad jurídica de 
la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN”, con RUC 
No. 1791421760001, en razón de que ha cumplido con todas las actividades del 
proceso de liquidación, conforme a lo establecido en los artículos 59 y 17 del 
Reglamento General a la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria (…)”; 

 
Que,   mediante Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-DNILO-2022-2093, de 29 de julio de 

2022, la Dirección Nacional de Intervención y Liquidación de Organizaciones de la 
Economía Popular y Solidaria pone en conocimiento de la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, el Informe Técnico No. SEPS-
INFMR-DNILO-2022-110, concluyendo y recomendando que la COOPERATIVA 
DE VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN”: “(…) dio cumplimiento a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria, y su Reglamento 
General; y, en la Norma de Control que regula la Intervención de las Cooperativas 
y Liquidación de las Organizaciones de la Economía Popular y Solidaria y la 
Calificación de Interventores y Liquidadores, por lo cual es procedente declarar la 
extinción de la aludida organización.- En este sentido, esta Dirección (…) aprueba 
el informe final presentado por la liquidadora; de conformidad con el artículo 17 del 
Reglamento General a la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria; y, pone en 
su conocimiento para el trámite respectivo (…)”; 

 
Que,  con Memorando No. SEPS-SGD-INFMR-2022-2101, de 29 de julio de 2022, la 

Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución, respecto del 
informe final de la liquidadora de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL 
ESPE “EN LIQUIDACIÓN”, en lo principal, concluye y recomienda que: “(…) 
cumple con las condiciones para disponer la extinción de su vida jurídica y la 
cancelación de la inscripción y registro en la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria; conforme a las disposiciones del artículo 17 del Reglamento General a 
la Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria, aprueba el informe final de 
gestión de la liquidadora, así como el presente informe técnico en el cual se 
recomienda la extinción de la aludida organización (…)”; 
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Que, mediante Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-2464, de 09 de septiembre de 2022, 
desde el punto de vista jurídico, la Intendencia General Jurídica emitió el informe 
respectivo; 

 
Que,  por medio de la instrucción agregada en el Sistema de Gestión Documental de esta 

Superintendencia, en los comentarios al Memorando No. SEPS-SGD-IGJ-2022-
2464, el 12 de septiembre de 2022, la Intendencia General Técnica emitió su 
“PROCEDER” para continuar con el proceso referido; 

 
Que,    de conformidad con lo establecido en el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional 

por Procesos de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, expedido 
mediante Resolución No. SEPS-IGT-IGS-IGD-IGJ-001, de 31 de enero de 2022, el 
Intendente General Técnico tiene entre sus atribuciones y responsabilidades el 
suscribir las resoluciones de extinción de la personalidad jurídica de las 
organizaciones controladas; y, 

 
Que,   conforme consta en la Acción de Personal No. 1395, de 24 de septiembre de 2021, el 

Intendente General de Desarrollo Organizacional, delegado de la señora 
Superintendente de Economía Popular y Solidaria, nombró como Intendente General 
Técnico al señor Jorge Andrés Moncayo Lara. 

 
En uso de las atribuciones legales y reglamentarias, 
 

RESUELVE: 
  
ARTÍCULO PRIMERO.- Declarar a la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE 
“EN LIQUIDACIÓN”, con Registro Único de Contribuyentes No. 1791421760001, 
extinguida de pleno derecho. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Disponer a la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y 
Mecanismos de Resolución de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria, la 
cancelación del respectivo registro de la  COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE 
“EN LIQUIDACIÓN”, en el Catastro Público de la Superintendencia de Economía Popular 
y Solidaria. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Notificar al Ministerio encargado de la Inclusión Económica y 
Social con la presente Resolución, para que proceda a retirar a la  COOPERATIVA DE 
VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN” del registro correspondiente. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Dejar sin efecto el nombramiento de la señorita Karen Paola 
Pedrera Ramírez, como liquidadora de la COOPERATIVA DE VIVIENDA RURAL ESPE 
“EN LIQUIDACIÓN”. 
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DISPOSICIONES GENERALES 
 
PRIMERA.- Notificar con la presente Resolución a la ex liquidadora de la COOPERATIVA 
DE VIVIENDA RURAL ESPE “EN LIQUIDACIÓN”, para los fines pertinentes. 
 
SEGUNDA.- Disponer a la Secretaría General de esta Superintendencia sentar la razón 
respectiva del presente acto administrativo, en la Resolución No. SEPS-IGT-IGJ-INFMR-
DNILO-2021-0699; y la publicación de esta Resolución en el Registro Oficial, así como su 
inscripción en los registros correspondientes. 
 
TERCERA.- Disponer que la Dirección Nacional de Comunicación e Imagen Institucional 
de este Organismo de Control publique la presente Resolución, en el portal web de la 
Superintendencia de Economía Popular y Solidaria. 
  
CUARTA.- Notificar con la presente Resolución al Servicio de Rentas Internas, Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social y Registro de la Propiedad respectivo, para los fines legales 
pertinentes. 
 
QUINTA.- Disponer que la Intendencia Nacional de Fortalecimiento y Mecanismos de 
Resolución ponga el contenido de la presente Resolución, en conocimiento de la Intendencia 
Nacional Administrativa Financiera y Dirección Nacional de Procuraduría Judicial y 
Coactivas, a fin de que procedan en el ámbito de sus atribuciones y responsabilidades.  
 
SEXTA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio 
de su publicación. De su cumplimiento encárguese a la Intendencia Nacional de 
Fortalecimiento y Mecanismos de Resolución. 
 
 
COMUNÍQUESE Y NOTIFÍQUESE.- 
 
Dado y firmado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a los 5 días 
de octubre de 2022. 
 

 
 
 
 

JORGE ANDRÉS MONCAYO LARA 
INTENDENTE GENERAL TÉCNICO 
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